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Exp.- 850/2020

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 850/2020/2

	SENTENCIA DEFINITIVA
EN CUMPLIMIENTO  A LA EJECUTORIA DEL JUICIO DE AMPARO NUMERO ********** DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO CIRCUITO


	ACTOR: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a catorce de septiembre del dos mil veintidós.
V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 850/2020/2, promovido por los CC. **********, en contra de actos del Director General del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; Director de Recaudación y Política Fiscal adscrito a la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; Congreso del Estado de San Luis Potosí; y Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí;  y teniendo a la vista la ejecutoria pronunciada el veintiuno de julio de dos mil veintidós, por el H. Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el juicio de amparo directo administrativo **********, se procede a dictar sentencia en cumplimiento a la citada ejecutoria, en los siguientes términos:
R E S U L T A N D O

I.- Mediante acuerdo de fecha cuatro de diciembre de dos mil veinte, se tuvo  a los CC. **********, por promoviendo juicio de nulidad en contra de actos del Director General del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; Director de Recaudación y Política Fiscal adscrito a la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; Congreso del Estado de San Luis Potosí; y Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, en contra de los siguientes actos:

1.- De la autoridad demandada, Director General del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, se reclama el ilegal cobro de derechos que se hizo a los aquí actores el día 15 de octubre del 2020 por la inscripción de un instrumento jurídico (título de propiedad) en el citado Instituto en cantidad de **********, así como el ilegal cobro que, como consecuencia del pago de derechos antes referido, se hizo también a los aquí demandantes por concepto de asistencia social en cantidad de **********.
2.- De la autoridad demandada, Director de Recaudación y Política Fiscal adscrito a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, se reclama el ilegal cobro de derechos que se hizo a los aquí actores el día 15 de octubre del 2020 por la inscripción de un instrumento jurídico (título de propiedad) en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí en cantidad de ********** así como el ilegal cobro que, como consecuencia del pago de derechos antes referido, se hizo también a  los aquí demandantes por concepto de asistencia social en cantidad de **********.

3.- De la autoridad demandada H. Congreso del Estado de San Luis Potosí, se reclama la expedición de la Ley de Hacienda para el Estado de San Lis Potosí, particularmente de su artículo 40  fracción I inciso a).
4.- De la autoridad demandada, C. Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, se reclama la promulgación de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, particularmente de su artículo 40 fracción I inciso a).”

Por otra parte, el Magistrado Instructor considero que de los puntos señalados “3 y 4” no corresponden a un acto o resolución que hayan dictado u ordenado las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal o de los Municipios del Estado, o bien por parte de los organismos públicos descentralizaos estatales y municipales, toda vez que los preceptos legales de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, respecto del cual reclama la expedición de la misma, corresponden a nomas generales emitidas por el poder Legislativo del Estado, actos respecto de los cuales este órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer respecto de su aplicación.
Motivo por el cual se desecha la demanda respecto de los actos que impugnan la parte actora y que precisa en los puntos “3 y 4” del apartado relativo a “”RESOLUCIÓN, ACTO U OMISIÓN IMPUGNADA”

Motivo por el cual se admite la demanda respecto de los actos señalados con el punto número 1 y 2, ordenándose correr traslado a las autoridades señaladas en los incisos a y b, para que contestaran, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos que se encontraran relacionados.

II.- Mediante auto de fecha veintiséis de enero de dos mil veintiuno, se tuvo al C. **********, autorizado de la parte actora, por presentando recurso de reclamación en contra del auto dictado el cuatro de diciembre de dos mil veinte, en el cual se desechó la demanda respecto de los actos que impugno precisados en los puntos “3 y 4” del apartado relativo a RESOLUCIÓN, ACTO U OMISION IMPUNGADO, al haberse actualizado un  motivo de manifiesto e indudable improcedencia.

Se admitió a trámite el recurso de reclamación interpuesto, ordenándose se corriera traslado a las autoridades demandadas, para que en el término de cinco días expresaran lo que a su derecho conviniera.
Por otra parte se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado y en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal y del Director de Ingresos, ambos pertenecientes de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaria por contestando la demanda.

Por último y toda vez que se admitió a trámite el recurso de reclamación en contra del desechamiento de la demanda respecto de los puntos  “3 y 4”, se ordenó reservar el oficio de contestación de la demanda, para que una vez que se resolviera el miso, se procedería respecto de la contestación formulada por la demandada.
III.- Mediante auto de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintiuno, y de la certificación realizada, se desprendió que le precluyo el término a las autoridades demandadas, Director General del Instituto Registral y Catastral y Director de Recaudación y Política Fiscal adscrito a la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas, ambas del Estado de San Luis Potosí, para el efecto de manifestar lo que a su derecho conviniera, por lo que se citó para resolver el recurso de reclamación admitido a la parte actora.

IV.- Por sentencia interlocutoria de fecha veinte de abril del dos mil veintiuno  se declaró procedente pero infundado el recurso de reclamación promovido por la parte actora; por lo que se confirmó el acuerdo de fecha cuatro de diciembre de dos mil veinte.
V.- Mediante proveído de fecha treinta y uno de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo al Director General del Instituto Registral y Catastral por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

VI.- Por otra parte se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado y en representación del Director de Recaudación y  Política Fiscal y del Director General de Ingresos, ambos pertenecientes de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría, por contestando la demanda, en tal virtud con la copia simple se ordenó correr traslado a la parte actora.
Se tuvo a la parte actora por ofreciendo las siguientes probanzas:

1.- Copia del recibo folio ********** de fecha quince de octubre de dos mil veinte;

2.-Copia simple del instrumento número ocho mil cuatrocientos nueve del tomo nonagésimo séptimo, a cargo del protocolo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad.

3.- constancia registral de la boleta **********.

A la autoridad demandada se le tuvo por ofreciendo las siguientes pruebas

1.- Instrumental de actuaciones; y,

2.- Presuncional lógica, legal y humana

Finalmente se señalaron las doce horas del veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.


VII. En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en el presente juicio, sin la asistencia de las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza las pruebas documentales ofrecidas en tiempo por las partes, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se certificó que no fueron formuladas por las partes; se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
VIII.- Con fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, esta Segunda Sala Unitaria emitió sentencia definitiva en el Juicio Contencioso Administrativo número 850/2020; en contra de dicha resolución, los diversos actores, promovieron demanda de Amparo Directo con fecha doce de noviembre de dos mil veintiuno, con esa demanda se inició el Juicio de Amparo Directo número ********** del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito.

IX.- El Primer Tribunal Colegiado emitió sentencia en el Juicio de Amparo número **********, en la sesión de Pleno de fecha veintiuno de julio de dos mil veintidós; con dicha sentencia se otorgó el amparo y protección de la Justicia de la Unión a los CC. **********, para que se dejara insubsistente la sentencia de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, y en su lugar se emitiera otra en la que: “

“…
En consecuencia, ante la calificativa de los conceptos de violación formulados por los quejosos, lo que en el caso procede, es conceder el amparo y protección de la justicia federal solicitada, para los siguientes efectos:


I.- Que la autoridad responsable deje insubsistente la sentencia reclamada.

II.- Dicte otra, en la que, atento a las consideraciones expuestas en esta ejecutoria, prescinda de señalar que el recibo de pago impugnado no es un acto administrativo recurrible a través del juicio contencioso administrativo estatal y, por tanto, se actualizaba la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción X, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo cual conducía a sobreseer en el juicio de origen, en términos del numeral 229, fracción II, de ese ordenamiento y, en su lugar, la desestime.

III.- Por otra parte, con libertad de jurisdicción analice las restantes causas de improcedencia que se  hicieron valer y, en caso de desestimarlas, aborde el estudio del fondo del asunto.

…”

X.- Mediante proveído de fecha doce de septiembre de dos mil veintidós,  esta Segunda Sala Unitaria dejó sin efectos la Sentencia de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno; y se turnó el expediente para la elaboración del nuevo proyecto de resolución.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer dictar la presente resolución, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 228, 229, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad fiscal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción. Sin embargo, se precisa que el aspecto de que si este Tribunal es competente o no para conocer del acto impugnado, será motivo de pronunciamiento en el Considerando Cuarto de este fallo. 

SEGUNDO.- La ejecutoria de amparo que en esta Sentencia se cumplimenta, en lo sustancial establece literalmente lo siguiente:

“(…) 

“…

En consecuencia, ante la calificativa de los conceptos de violación formulados por los quejosos, lo que en el caso procede, es conceder el amparo y protección de la justicia federal solicitada, para los siguientes efectos:


I.- Que la autoridad responsable deje insubsistente la sentencia reclamada.

II.- Dicte otra, en la que, atento a las consideraciones expuestas en esta ejecutoria, prescinda de señalar que el recibo de pago impugnado no es un acto administrativo recurrible a través del juicio contencioso administrativo estatal y, por tanto, se actualizaba la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción X, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo cual conducía a sobreseer en el juicio de origen, en términos del numeral 229, fracción II, de ese ordenamiento y, en su lugar, la desestime.

III.- Por otra parte, con libertad de jurisdicción analice las restantes causas de improcedencia que se  hicieron valer y, en caso de desestimarlas, aborde el estudio del fondo del asunto.

…”

De la transcripción se desprende que para cumplir con lo ordenado en la ejecutoria de mérito, esta Sala Unitaria debe dejar insubsistente la resolución de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, y con libertad de jurisdicción analizar las restantes causas de improcedencia que se  hicieron valer y, en caso de desestimarlas, abordar el estudio del fondo del asunto.

En estricto acatamiento a lo ordenado en la ejecutoria de Amparo que se cumplimenta, en auto del doce de septiembre del dos mil veintidós, se dejó sin efecto la sentencia del treinta de septiembre de dos mil veintiuno, y en los subsecuentes puntos considerativos, se resuelve lo que en derecho corresponda de conformidad con los lineamientos emitidos en la ejecutoria de Amparo que se cumplimenta.

TERCERO.- La personalidad de los actores no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que comparecieron por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por su parte, el C. ********** justificó su personalidad como Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como su representación de las autoridades demandadas, con copia certificada del nombramiento expedido a su favor, documental que obra agregada a foja 64 del expediente en que se actúa.

Las documentales de referencia tienen valor probatorio pleno por ser documentales públicas, de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, consiste en:

“El ilegal cobro de derechos que se hizo a los aquí actores el día 15 de octubre del 2020 por la inscripción de un instrumento jurídico (título de propiedad en el Instituto en cantidad de **********, así como el ilegal cobro que, como consecuencia del pago de derechos antes referido, se hizo también a los aquí demandantes por concepto de asistencia social en cantidad de **********”

Siempre y cuando no se actualice alguna causal de improcedencia y sobreseimiento.

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

a) En ese orden de ideas, se precisa que la diversa autoridad demandada Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal, y del Director General de Ingresos ambos dependientes de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, hizo valer como causal de improcedencia y sobreseimiento, que se actualizaba las hipótesis previstas en los ordinales 228, fracción X y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que el acto que pretende impugnar la parte actora no encuadra en ninguna de las hipótesis establecidas en el ordinal 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, medularmente porque se trata de un recibo y no así un crédito fiscal, o una resolución que ponga fin a procedimiento alguno, ni se ha llevado a cabo un procedimiento administrativo de ejecución al respecto. 

A juicio de la suscrita Magistrada, y en estricto cumplimiento a la ejecutoria de amparo que en este acto se cumplimenta, dicha causal de improcedencia y sobreseimiento resulta ser infundada.

b) Por otra parte, la diversa autoridad demandada Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal, y del Director General de Ingresos ambos dependientes de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, hizo valer como causal de improcedencia y sobreseimiento las previstas en las fracciones II y  VIII del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y por consiguiente el sobreseimiento del juicio acorde con el numeral 229 fracción II de dicha disposición legal.

Lo anterior,  en virtud de que, los demandantes en su escrito de demanda refirieron como acto reclamado el cobro del derecho por la inscripción de instrumentos jurídicos así como de la asistencia social con el recibo de pago con folio ********** de fecha quince de octubre del dos mil veinte; sin embargo, dicha actuación no le afecta los intereses jurídicos o legítimos de los CC. **********, puesto que el cobro de la contribución de la cual se duelen le fueron aplicados única y exclusivamente a **********, de lo cual se desprende que el pago de los derechos de inscripción reclamados de ninguna manera les generó a los promoventes una afectación real a su esfera de derechos o una afectación a su patrimonio por su particular situación frente el orden jurídico.

A Juicio de esta Sala Unitaria, la causal de sobreseimiento hecha valer por la diversa autoridad demandada resulta ser fundada, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones: 

De acuerdo con lo anterior, esta Sala Unitaria advierte la actualización de la causal de improcedencia relativa a la falta de interés jurídico de los actores, la cual se encuentra prevista en la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo  para el Estado de San Luis Potosí, que dispone lo siguiente:

“Artículo 228.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II.-. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor.

…”

Conforme a lo anterior, esta Sala Unitaria considera que en el presente asunto los demandantes no acreditan el interés jurídico, en virtud de que no presentan documento alguno que justifique de manera fehaciente que hayan realizado el pago ante la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de la Dirección General de Ingresos, ello en virtud de que exhiben el comprobante de pago realizado ante la autoridad anteriormente mencionada, con número de folio **********, de fecha quince de octubre de dos mil veinte, el cual se encuentra a nombre de **********, es decir una persona totalmente diferente a los hoy actores, documental que obra a foja 20 del expediente en el que se actúa, resultando pertinente realizar la digitalización de la misma:

DIGITALIZACIÓN
A este respecto, es menester señalar que  la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en diversas tesis que el interés jurídico en el juicio de amparo debe acreditarse fehacientemente y no inferirse con base en presunciones.
Lo anterior es así, ya que si bien es cierto, los actores acompañan diversas documentales consistentes en: (i) instrumento notarial número **********, con ejercicio en Xilitla, S.L.P.; (ii) Constancia Registral, expedida por el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, en donde constan los derechos del registro con el recibo **********; documentales que obran a foja de la 21 a la 24 del expediente en el que se actúa, mismas que se valoran de conformidad con lo establecido por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en ninguna parte de los mismos, se acredita que el C. ********** –persona que realizo el pago- haya intervenido en la donación del bien inmueble referido en las escrituras anteriormente mencionadas.

El interés jurídico está directamente vinculado con el derecho que se dice vulnerado por el acto de autoridad, por lo cual, si los actores acuden al presente juicio alegando la ilegalidad del pago que efectuaron en el folio **********, debe demostrarse que ellos fueron quienes realizaron el pago, o en su defecto demostrar que fue realizado por un mandatario o apoderado de los actores, o el Notario Público quien efectúo el trámite de escrituración del contrato de donación, ello con el fin de demostrar que la afectación por el cobro indebido de que se duelen recayó en ellos, para acreditar el interés jurídico en el presente asunto, y no en diversa persona, como es el caso, pues de acuerdo con la documental que acredita el cobro, el pago fue realizado por el C. **********.  
Ahora bien, se debe de manifestar que los hoy actores en su escrito inicial de demanda, en el capítulo denominado hechos manifiestan lo siguiente:

Se manifiesta bajo protesta de decir verdad que los hechos que aquí se narran son ciertos y constan a los demandantes

1.- Como consta en el Instrumento número ********** del Tomo **********pasado ante la fe del Notario Público **********, el día 03 de junio del año 2019 ********** donó a los aquí demandantes ********** el inmueble ubicado ********** de la ciudad de San Luis Potosí, S.L.P.
2.- Previos los trámites de Escrituración del contrato de donación descrito en el punto que antecede y al preverse en la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí la inscripción de éste ante el Instituto Registral y Catastral, el día 15 de octubre del 2020 los suscritos demandantes por conducto del Licenciado ********** solicitamos la inscripción del Instrumento en comento, siéndole indicado a éste en ese momento que para ello era necesario se pagará la cantidad de ********** por concepto de asistencia social, importes que fueron requeridos a los aquí demandantes para ser enterados ese mismo día en las oficinas recaudadoras de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, siendo expedido al efecto el recibo oficial de folio **********.

…” 

De lo anteriormente transcrito se desprende que los hoy actores manifiestan que por conducto del Licenciado ********** solicitaron la inscripción del Instrumento de Donación, al cual le indicaron que en ese momento era necesario se pagará la cantidad de ********** por concepto de asistencia social, importes que fueron requeridos a los aquí demandantes; sin embargo en ningún momento demuestran que ellos fueron los que realizaron el pago o que le fue requerido el mismo, ya que como se ha establecido con anterioridad, no establecen el vínculo jurídico con la persona a la que se encuentra dirigida el recibo, esto es que haya sido su mandatario o apoderado para efectos de realizar el pago, ni acreditan vínculo alguno con el Notario encargado de tramitar la escrituración del contrato de donación.

No se debe perder de vista, que al acreditar la propiedad del inmueble mediante el contrato de donación por parte de los Actores, y que acordé con la constancia de inscripción, dicho acto jurídico esté vinculado al  recibo de pago con número de folio **********, no acredita que el pago se haya efectuado por parte de los actores, o por un tercero a nombre y cuenta de los Actores; puesto que ante la falta de prueba de un  vínculo jurídico entre los actores y quien efectuó el pago, impide que se establezca una relación jurídica de causahabiente, lo que impide tener certeza jurídica sobre que quien realizó el pago lo hizo a nombre y cuenta de los hoy actores, puesto que cabe la posibilidad de un error en la vinculación del recibo y el trámite, o que el C. **********, efectuó un pago de lo indebido, al realizar el pago de derechos diferente al que a él le correspondía, ello precisamente por no acreditar la relación jurídica vinculante entre el hacedor del pago y los actores.
Acorde con lo anterior, no existe acreditación de interés jurídico o legítimo, por parte de los actores, como se explica a continuación. 
Como quedo señalado con antelación, y previo análisis de las documentales que obran dentro del presente expediente, entre las que si bien destaca el recibo de pago con número de folio ********** realizado ante la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos –el cual se encuentra referido en la Constancia Registral foja 24 del expediente en el que se actúa-, el mismo se encuentra a favor del C. **********, persona a quien en todo caso le causaría perjuicio dicho pago, y quien tendría el interés jurídico y legítimo para venir a interponer el juicio de nulidad por el mismo.

Es menester señalar que el recibo de pago con número de folio ********** realizado ante la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos, ésta sólo permite identificar que el C. **********, realizó el pago ahí referido; de ahí que dicha probanza, por sí misma, no sea un documento idóneo para acreditar que los hoy actores realizaron dicho pago, y que resintieron una afectación en sus intereses jurídicos o legítimos, pues no se establece y prueba la relación jurídica entre los actores y quien efectuó el pago que acredita ese recibo de entero, siendo que el interés jurídico debe acreditarse fehacientemente y no con base en presunciones.
En las relatadas condiciones, los hoy actores no demuestran que el acto impugnado le produzca una afectación a su esfera jurídica ya sea en un agravio personal y directo, o por su particular situación de hecho frente al orden jurídico, y por consecuencia causen una lesión a sus intereses jurídicos o legítimos, dado que en el caso manifiestan que por conducto del C. **********, solicitaron la inscripción del Instrumento Notarial multicitado, dicha afirmación no está acreditada por ninguno de los medios de prueba que aportaron en el presente Juicio Contencioso Administrativo; por lo tanto no existe una afectación a la esfera jurídica de los particulares actores al carecer de tutela del orden jurídico correspondiente, en los términos expuestos con antelación.

A mayor abundamiento, la comprobación del interés jurídico tiene que vincularse directamente con el acto que se dice causa agravio, esto es, con el carácter con que acuden los actores, por lo que debe acreditarse fehacientemente ser el titular del derecho que se estima vulnerado por el acto de autoridad. 

De tal manera que, si los actores se ostentan como las personas que realizaron dicho pago, es inconcuso que para acreditar su interés jurídico debe demostrar que es titular del derecho que se dice afectado, sin que en el caso así hubiere acontecido.
Luego entonces, al declararse la falta de interés jurídico o legítimo del actor, resulta suficiente la causal de improcedencia analizada para declarar el sobreseimiento  del  presente  Juicio,  por  las  razones  precisadas  en  el  presente considerando. 

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis Jurisprudencial que a continuación se transcribe:

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 206338

Instancia: Segunda Sala

Octava Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 16/94

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 82, Octubre de 1994, página 17

Tipo: Jurisprudencia

INTERES JURIDICO, AFECTACION DEL. DEBE PROBARSE FEHACIENTEMENTE.

En el juicio de amparo, la afectación del interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 207390

Instancia: Tercera Sala

Octava Época

Materias(s): Común

Tesis: XXV/89              

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo III, Primera Parte, Enero-Junio de 1989, página 338

Tipo: Aislada

INTERES JURIDICO. DEBE ACREDITARSE PARA LA PROCEDENCIA DEL AMPARO.

Al establecer los artículos 4o, 76 y 80 de la ley de Amparo, respectivamente, el principio de instancia de parte agraviada, el de particularidad de la sentencia de amparo que prohíbe hacer una declaración general de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley o acto reclamado y los efectos que debe tener la sentencia dictada en un juicio de garantías que conceda el amparo, en cuanto que encierra una declaración de restitución para el caso concreto, legalmente debe exigirse para la procedencia del juicio constitucional que los promoventes acrediten plenamente su interés jurídico para el efecto de que si así lo estima fundado la autoridad que conozca del juicio de garantías, esté en posibilidad de conceder la protección de la justicia federal respecto de personas determinadas, en forma particularizada por su interés, y a la vez conceda la protección en el efecto procedente, lo cual no se podría satisfacer si el interés de los promoventes del amparo no se acredita plenamente, toda vez que existe la posibilidad de conceder el amparo por una ley o un acto que, en principio, no les causen ningún perjuicio en sus derechos, por no estar dirigidos a ellos y, en ese caso, los efectos restitutorios del amparo serían en contra de lo establecido por los preceptos de la Ley de Amparo.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 212268

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Octava Época

Materias(s): Común

Tesis: II.2o.212 K         

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Junio de 1994, página 590

Tipo: Aislada

INTERES JURIDICO, EL ACTO RECLAMADO DEBE AFECTARLO DIRECTAMENTE.

Para que el quejoso pueda pedir amparo contra un acto que estime afecta sus intereses jurídicos, el acto de autoridad debe dirigirse directamente en su contra, o de no ser así debe el cumplimiento en sí afectarle, aunque originalmente el acto no haya sido dirigido en su perjuicio, por lo que si el quejoso no se encuentra en ninguna de las dos hipótesis el amparo es improcedente en términos del artículo 73 fracción V de la ley de la materia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Improcedencia 15/94. María de Lourdes Méndez Yáñez. 18 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. Secretario: Pablo Rabanal Arroyo.
Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo 228, fracción II, del Código que rige el proceso administrativo, es dable decretar el sobreseimiento de la presente causa, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASÍ COMO DE LOS DEMÁS AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7°, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 228, fracción II, 229, fracción II, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se sobresee el presente juicio contencioso administrativo, toda vez que no quedo demostrado el interés jurídico de los actores.

TERCERO.- Notifíquese a las partes y con copia certificada de la presente resolución infórmese al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el cumplimiento que se  ha dado al Amparo Directo Administrativo **********.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

